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ALCANCE N° 164A 

PODER EJECUTIVO 

DECRETOS 

REGLAMENTOS 

BANCO POPULAR  

Y DE DESARROLLO COMUNAL 

INSTITUCIONES DESCENTRALIZADAS 

INSTITUTO DE FOMENTO 

Y ASESORÍA MUNICIPAL 

FE DE ERRATAS 

PODER EJECUTIVO

2016 

Imprenta Nacional 

La Uruca, San José, C. R.



EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, 

EL MINISTRO DE LA PRESIDENCIA, 

EL MINISTRO DE HACIENDA 

Y EL MINISTRO DE ECONOMÍA, INDUSTRIA Y COMERCIO 

Con fundamento en las atribuciones que les confieren los artículos 140 incisos 3) y 
8) y 146 de la Constitución Política; 25 inciso 1), 27 inciso 1), y 28 inciso 2 acápite
b) de la Ley General de la Administración Pública, Leyn.° 6227 del 30 de mayo de
1978 y la Ley Orgánica de la Junta de Desarrollo Regional de la Zona Sur de la
Provincia de Puntarenas, Ley n.° 9356 del 24 de mayode 2016; y,

CONSIDERANDO 

I.-Que mediante Decreto Ejecutivo n.° 39858 del 10 de agosto de 2016, se emitió 
el “Reglamento para el elección de las personas integrantes de la Junta Directiva 

de la Junta de Desarrollo Regional de la Zona Sur de la Provincia de Puntarenas 

(JUDESUR)”. 

II.- Que con motivo de dar por finalizada la intervención que el Poder Ejecutivo 
mantiene sobre JUDESUR y retomar su actuar ordinario, es necesaria la elección 
de las personas integrantes a la Junta Directiva de ese ente, según los parámetros 
establecidos en la Ley Orgánica de la Junta de Desarrollo Regional de la Zona Sur 
de la Provincia de Puntarenas, Ley n.° 9356 del 24 de mayode 2016. 

III.- Que el Poder Ejecutivo considera de máximo interés público realizar varias 
modificaciones al Reglamento citado, con motivo de agilizar la elección de las 
personas integrantes de la Junta Directiva de ese ente, según los 

PODER EJECUTIVO

    DECRETOS

DECRETO EJECUTIVO N.°  39898-MP-H-MEIC 
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parámetrosestablecidos en suLey Orgánica. Lo anterior, sin violentar los principios 
de alternabilidad y paridad de género, alternabilidad geográfica y demás 
establecidos en esa Ley. 

Por tanto, 

DECRETAN 

“REFORMAALREGLAMENTO PARA LA ELECCIÓN DE LAS PERSONAS 
INTEGRANTES DE LA JUNTA DIRECTIVA DE LA JUNTA DE DESARROLLO 

REGIONAL DE LA ZONA SUR DE LA PROVINCIA DE PUNTARENAS 
(JUDESUR)” 

Artículo 1.- Refórmense los artículos 13 y 14 del Decreto Ejecutivo n.° 39858 del 
10 de agosto de 2016, “Reglamento para el elección de las personas integrantes 

de la Junta Directiva de la Junta de Desarrollo Regional de la Zona Sur de la 

Provincia de Puntarenas (JUDESUR)” para que en adelante se lean: 

“Artículo 13.- Para la elección del representante titular y suplente, 

establecido en el inciso a) del artículo 15 de la Ley de JUDESUR, la 

Federación de Uniones Cantonales del Sur los nombrará según el 

mecanismo que esta defina. La misma Federación definirá el medio 

para garantizar la secuencia que tendrá la rotación cantonal 

establecida en el artículo 20 de la Ley de JUDESUR.” 

“Artículo 14.- Para la elección del representante titular y suplente, 

establecido en el inciso b) del artículo 15 de la Ley de JUDESUR, la 

Unión de Cooperativas de la Zona Sur los nombrará según el 
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mecanismo que estadefina. La misma Unión definirá el medio para 

garantizar la secuencia que tendrá la rotación cantonal establecida en 

el artículo 20 de la Ley de JUDESUR.”  

Artículo 2.- Agréguese un Transitorio Único al Decreto Ejecutivo n.° 39858 del 10 
de agosto de 2016, “Reglamento para el elección de las personas integrantes de 

la Junta Directiva de la Junta de Desarrollo Regional de la Zona Sur de la 

Provincia de Puntarenas (JUDESUR)”, que mencione: 

 “Transitorio Único.- Durante el primer proceso de conformación de la 

Junta Directiva de JUDESUR, el Poder Ejecutivo revisará los 

nombramientos adoptados por las organizaciones y sectores que 

tienen derecho a representación ante esa Junta Directiva, con el fin de 

verificar el cumplimiento de los principios de alternabilidad y paridad de 

género. Lo anterior, tanto en la integralidad del órgano como a lo 

interno de cada representación, cuando sea necesario elegir 

representación propietaria y suplente. 

Asimismo, en caso de incumplimiento, el Poder Ejecutivo aplicará las 

disposiciones necesarias en este Reglamento para asegurar la 

conformación plena de la Junta Directiva”. 

Artículo 3.- Deróguese el artículo 5° del Decreto Ejecutivo n.° 39858 del 10 de 
agosto de 2016, “Reglamento para el elección de las personas integrantes de la 

Junta Directiva de la Junta de Desarrollo Regional de la Zona Sur de la Provincia 

de Puntarenas (JUDESUR)” y corríjase la numeración correspondiente. 

Artículo 4.-Rige a partir de su publicación. 
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Dado en la Presidencia de la República.- San José, a los seis días del mes de 
setiembre del año dos mil dieciséis. 

LUIS GUILLERMO SOLÍS RIVERA 

Sergio Alfaro Salas 

MINISTRO DE LA PRESIDENCIA 

Helio Fallas Venegas 

MINISTRO DE HACIENDA 

Welmer Ramos González 

MINISTRO DE ECONOMÍA, 

INDUSTRIA Y COMERCIO 

1 vez.—( IN2016063187 ).
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REGLAMENTOS 

BANCO POPULAR Y DE DESARROLLO COMUNAL 

La Junta Directiva Nacional en sesión 5393 del 11 de agosto del 2016 emitió el “Reglamento de 

Organización y Funcionamiento de la Auditoría Interna del Banco Popular y de Desarrollo Comunal”, el  

cual se leerá de la siguiente manera: 

“REGLAMENTO DE ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO 

DE LA AUDITORÍA INTERNA DEL BANCO POPULAR 

Y DE DESARROLLO COMUNAL 

Disposiciones generales 

Artículo 1º—Fundamento y propósito. Este Reglamento se dicta con fundamento en los artículos 24 inciso 

“b” de la Ley Orgánica del Banco Popular y de Desarrollo Comunal y 23 de la Ley General de Control 

Interno número 8292. 

Tiene como fin regular la organización y funcionamiento de la Auditoría Interna del Banco Popular y de 

Desarrollo Comunal, objetivos, deberes, atribuciones y demás aspectos relacionados con las actividades propias 

y fundamentales de su competencia funcional, de conformidad con lo establecido en la Ley Orgánica de la 

Contraloría General de la República número 7428, la Ley General de Control Interno (LGCI) número 8292, 

manuales de la Contraloría General de la República y cualquier otra disposición que regule el ejercicio de la 

Auditoría Interna en el sector público costarricense en general y financiero en particular. 

Artículo 2º—Ámbito de Aplicación. Las disposiciones de este Reglamento son de aplicación para la 

Auditoría Interna y para todo servidor del Banco según corresponda, así como a los sujetos privados en lo 

pertinente, en tanto sean custodios o administradores de fondos públicos transferidos por el Banco Popular 

y de Desarrollo Comunal. 

Ningún servidor del Banco Popular y de Desarrollo Comunal puede alegar desconocimiento del presente 

Reglamento, y será responsabilidad de los titulares subordinados de la administración informar del mismo 

a los servidores a su cargo y dejar acreditado dicho acto. 

Cualquier discrepancia que se presente producto de su ejecución e interpretación, será resuelta de común 

acuerdo entre la Junta Directiva Nacional y el Auditor General del Banco. 

En caso de que la discrepancia persista, el asunto deberá remitirse a la Contraloría General de la República 

para su resolución definitiva. 

Definiciones 

Artículo 3º—Para los efectos del presente Reglamento se entenderá por: 

a) Administración activa: Desde el punto de vista funcional, es la función decisoria, ejecutiva, resolutoria,

directiva u operativa de la Administración. Desde el punto de vista orgánico, es el conjunto de órganos de

la función administrativa que deciden y ejecutan, a saber: Asamblea de Trabajadores y Trabajadoras, Junta

Directiva Nacional, Directorio de la Asamblea de Trabajadores y Trabajadoras, Gerencia General

Corporativa y todas las demás unidades con excepción de la Auditoría Interna.
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b) Auditor: Funcionario de la Auditoría Interna que realiza funciones auditoras, en el ejercicio de las

atribuciones, deberes, derechos y limitaciones impuestos por las leyes, reglamentos, manuales y normas

vigentes en materia de fiscalización de la Hacienda Pública en general y de las entidades bancarias en

particular.

c) Auditor General: Auditor General del Banco Popular y de Desarrollo Comunal, responsable principal de

la dirección y administración de la Auditoría Interna del Banco.

d) Auditoría: La Auditoría Interna del Banco Popular y de Desarrollo Comunal. Desde el punto de vista

funcional, es una actividad independiente, objetiva y asesora que proporciona seguridad razonable a la

Institución, que persigue validar, mejorar sus operaciones y contribuir a que se alcancen los objetivos

institucionales. Lo anterior mediante la práctica de un enfoque sistémico y profesional para evaluar y

mejorar la efectividad de la administración del riesgo, del control y de los procesos de dirección en el

Banco Popular y de Desarrollo Comunal.

e) Banco: El Banco Popular y de Desarrollo Comunal.

f) Empresas: Empresas del Banco Popular y de Desarrollo Comunal, creadas al amparo del artículo 55 de

la Ley Reguladora del Mercado de Valores y del Decreto Ejecutivo número 27503-H “Reglamento para la

Constitución de los Puestos de Bolsa, Sociedades Administradoras de Fondos y Operadoras de Pensiones

Complementarias de los Bancos Públicos y del Instituto Nacional de Seguros” y de cualquier otra ley que

permita al Banco la creación de empresas de la misma naturaleza.

g) Jerarca: Junta Directiva Nacional, superior jerárquico que ejerce la máxima autoridad en el Banco.

h) LGCI: Ley General de Control Interno Nº 8292.

i) Normas de control interno: Las Normas de Control Interno para el Sector Público.

j) Normas para el ejercicio de la Auditoría Interna: Las “Normas para el Ejercicio de la Auditoría Interna

en el Sector Público” (NEAI.)

k) Servidor o funcionario: Toda persona que presta sus servicios al Banco en las condiciones indicadas por

el artículo 111 de la Ley General de la Administración Pública.

l) Titular subordinado: Todo funcionario de la administración activa del Banco responsable de un proceso,

con autoridad para ordenar y tomar decisiones.

Aprobación del Reglamento de Organización y Funcionamiento de la Auditoría Interna, y sus 

modificaciones 

Artículo 4º—El Auditor General debe presentar al jerarca, para su conocimiento y aprobación, el proyecto 

de Reglamento de Organización y Funcionamiento de la Auditoría Interna, el cual debe resolver esa 

gestión en un plazo máximo de treinta días hábiles. 

Una vez aprobado el reglamento por el jerarca, el Auditor General debe someterlo a la aprobación de la 

Contraloría General de la República, dentro del plazo de quince días hábiles, adjuntando a su solicitud los 

siguientes documentos: 

a) Una certificación del Auditor General indicando que el documento cumple con la normativa aplicable.

b) Copia certificada del reglamento.

Artículo 5º—Discrepancias entre el Auditor General y el jerarca sobre el contenido del reglamento y sus 

modificaciones. 

De suscitarse alguna divergencia de criterio sobre el contenido del proyecto de reglamento de organización 

y funcionamiento de la auditoría interna, el Auditor General y el jerarca deben procurar llegar a un acuerdo 

satisfactorio. Si éste no pudiese alcanzarse, o si prevaleciera alguna duda al respecto, debe actuarse como 

se indica a continuación: 
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a) Si el asunto se relaciona con aspectos de la organización de la auditoría interna, deben considerarse las

normas internas que regulan esa materia en la Institución.

b) Si la discrepancia se refiere a aspectos funcionales, debe plantearse una consulta a la Contraloría

General de la República, para que disponga lo que proceda.

Una vez resuelta cualquier discrepancia, el jerarca debe aprobar el reglamento. 

Modificaciones del Reglamento 

Artículo 6º—Para la debida actualización del Reglamento de Organización y Funcionamiento de la 

Auditoría Interna, el Auditor General debe proponer al máximo jerarca institucional las modificaciones que 

estime necesarias. Habiendo sido aprobadas éstas por el jerarca, el Auditor General debe presentar a la 

Contraloría General de la República una certificación de que lo aprobado cumple con la normativa 

aplicable, para que este ente regulador otorgue su aprobación definitiva. 

Para el trámite de modificaciones debe observarse lo dispuesto en las normas precedentes en cuanto a la 

resolución de discrepancias y los plazos aplicables todo de conformidad con los Lineamientos sobre los 

requisitos de los cargos de auditor y Subauditor internos y las condiciones para las gestiones de 

nombramiento, suspensión y destitución de dichos cargos, y la aprobación del reglamento de organización 

y Funcionamiento de las auditorías internas del Sector Público. 

Artículo 7º—Conforme las responsabilidades establecidas en la LGCI, son obligaciones del jerarca, 

Auditor General y demás servidores del Banco, incluidos los de la auditoría, las siguientes: 

a) Del Jerarca: divulgar, ordenar su cumplimiento, y cumplir el mismo en lo de su competencia.

b) Del Gerente General: Divulgar a lo interno de la Institución, ordenar y vigilar su cumplimiento en todas

las instancias administrativas, y cumplir el mismo en lo de su competencia.

c) Del Auditor General y Sub Auditor General, demás personal de la auditoría interna y del resto de la

administración activa, de cumplir este Reglamento en la materia que le concierne a cada parte.

d) Del Auditor General, presentar a la Contraloría General de la República este Reglamento una vez

aprobado por el jerarca.

Marco normativo de la organización y fundamento de la competencia de la auditoría 

Artículo 8º—La Auditoría deberá ejecutar su trabajo de conformidad con lo que establecen las siguientes 

regulaciones, así como las modificaciones a éstas que en el futuro se emitan: 

a) La Ley General de Control Interno.

b) La Ley Orgánica de la Contraloría General de la República.

c) La Ley Orgánica del Banco Popular y de Desarrollo Comunal.

d) La Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional.

e) La Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica.

f) La Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública Nº 8422, del 6 de

octubre de 2004.

g) Las Normas de control interno para el sector público R-CO-9-2009 del 26 enero 2009 (Gaceta26 del 6

de febrero de 2009)

h) Las Normas para el ejercicio de la auditoría interna en el Sector Público R-DC-119-2009 (La Gaceta N°

28-Miércoles 10 de febrero de 2010)

i) El Manual de Normas Generales de Auditoría para el Sector Público, publicado en La Gaceta Nº. 184

del 25 de setiembre de 2014, resolución R-DC-64-2014.
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j) Normas Técnicas para la Gestión y el Control de las Tecnologías de Información, publicado en La

Gaceta 119 del 21 de junio del 2007.

k) Las Normas aprobadas y publicadas por el Colegio de Contadores Públicos de Costa Rica.

l) Código de Ética del Conglomerado Financiero del Banco Popular y de Desarrollo Comunal.

La demás normativa legal, reglamentaria y técnica aplicable. 

Artículo 9º—Estructura y contenido de este reglamento: Este reglamento se encuentra estructurado de la 

siguiente forma: 

CAPÍTULO I 

DE LA ORGANIZACIÓN 

De la organización, del Auditor y Subauditor Generales, Potestades del Auditor General, Deberes del 

Auditor General, Asignación de recursos a la auditoría, Plan de trabajo de la Auditoría Interna, 

Prohibiciones del personal de la auditoría 

CAPÍTULO II 

DEL FUNCIONAMIENTO POTESTADES Y DEBERES 

Del funcionamiento de la auditoría, competencias, potestades y deberes, Potestades del personal de la 

auditoria, Obligaciones del personal de la auditoría  

CAPÍTULO III 

COMUNICACIÓN DE RESULTADOS 

De la comunicación de resultados, Informes de control interno, Remisión de informes a la Junta Directiva, 

Informes de responsabilidades (Relaciones de hechos), Informes de control interno que emita la Auditoría 

Interna de las auditorías a Entes Privados, Trámite de los informes de relación de hechos que emita la 

Auditoría Interna como producto de sus auditorías a entes privados, Conferencia final  

CAPÍTULO IV 

ATENCIÓN DE DENUNCIAS 

CAPÍTULO V 

PROGRAMA DE ASEGURAMIENTO DE LA CALIDAD, DEL INFORME DE LABORES 

CAPÍTULO VI 

DISPOSICIONES FINALES 

CAPÍTULO I 

DE LA ORGANIZACION 

Artículo 10. —Naturaleza. La labor de la Auditoría Interna se define como la actividad de evaluar en 

forma oportuna, objetiva, independiente y normalmente posterior, dentro de la organización, las 

operaciones contables, financieras, administrativas y de cualquier otra naturaleza, como base para prestar 

un servicio constructivo y de protección a la Administración. 
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Es un control que funciona midiendo y valorando la eficacia y la eficiencia de los controles establecidos 

por la administración activa, así como la calidad de ejecución en el cumplimiento de las labores asignadas 

a cada una de esas unidades que conforman la administración activa, ayudando a la organización a cumplir 

sus objetivos, mediante un enfoque sistemático y disciplinado para evaluar y mejorar la eficacia de los 

procesos de gestión de riesgo, control y gobierno y brindar garantía a la ciudadanía de que la actuación del 

jerarca y el resto de la administración está conforme al marco legal-técnico y de acuerdo con prácticas 

sanas. 

La Auditoría establecerá y mantendrá actualizada su visión, misión y principales políticas que regulan sus 

actuaciones. 

Artículo 11. —Función: .La Auditoría es parte integrante y vital del Sistema de Control Interno del Banco 

Popular y de Desarrollo Comunal, debe mantener una oportuna y efectiva participación y coordinación con 

los demás componentes del sistema, a fin de que se alcance el objetivo que une a esos componentes, esto 

es, garantizar la legalidad y la eficiencia en los sistemas de control interno en el manejo de los fondos 

públicos. 

Tendrá como función principal la comprobación de la existencia, el cumplimiento, la suficiencia y la 

validez del sistema de control interno en aquellas áreas y programas sujetos a su estudio, competencia y 

fiscalización, proporcionando una garantía razonable de que la actuación del jerarca y el resto de la 

administración activa se realizan conforme al marco legal y a las sanas prácticas. 

Deberá prestar además un servicio de asesoría constructiva, advertencia y de protección a la administración 

activa del Banco, para que alcancen sus metas y objetivos con mayor eficiencia, economía y eficacia, 

proporcionándole información oportuna, análisis, evaluación, comentarios y recomendaciones pertinentes 

sobre las operaciones que examina, normalmente en forma posterior. 

Su valor agregado está directamente relacionado con mejorar la efectividad de la administración de 

riesgos, controles y procesos de dirección en la consecución de los objetivos de: 

a) Proteger y conservar el patrimonio público contra cualquier pérdida, despilfarro, uso indebido,

irregularidad o acto ilegal.

b) Exigir confiabilidad y oportunidad de la información.

c) Garantizar eficiencia y eficacia de las operaciones.

d) Cumplir con el ordenamiento jurídico y técnico.

Artículo 12. —Concepto funcional de auditoría interna. De conformidad con lo establecido en el artículo 

21 de la Ley General de Control Interno, la auditoría interna es la actividad independiente, objetiva y 

asesora, que proporciona seguridad al ente u órgano, puesto que se crea para validar y mejorar sus 

operaciones. Contribuye a que se alcancen los objetivos institucionales, mediante la práctica de un enfoque 

sistémico y profesional para evaluar y mejorar la efectividad de la administración del riesgo, del control y 

de los procesos de dirección de la entidad. 

Artículo 13. —Independencia y objetividad.  El Auditor, Subauditor y demás funcionarios de la Auditoría 

Interna deberán ejercer sus funciones con objetividad, profesionalismo, integridad y total independencia 

funcional y de criterio, respecto del jerarca del Banco y de los demás órganos de la administración activa. 

Es obligación de todos los funcionarios de la Auditoría mantener una actitud imparcial y evitar conflicto de 

intereses, todo de conformidad con lo establecido en los artículos 32 y 34 de la Ley General de Control 

Interno; las Directrices generales sobre principios y enunciados éticos a observar por parte de los jerarcas, 
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titulares subordinados, funcionarios de la Contraloría General de la República, auditorías internas y 

servidores públicos en general; las Normas para el ejercicio de la auditoría interna en el sector público,  

Normas generales de auditoría para el sector público , la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento 

ilícito en la función pública el presente Reglamento y demás regulaciones aplicables. 

El jerarca deberá respetar y velar por esa independencia según lo establece el artículo 25 de la LGCI y el 

artículo 62 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República.  

Artículo 14. —Deber de informar. El Auditor General debe informar por escrito a la Junta Directiva 

Nacional, cuando existan factores que puedan comprometer su independencia y objetividad, o cuando 

exista algún conflicto de intereses. Asimismo, es obligación de los funcionarios de la Auditoría Interna 

informar por escrito al Auditor General los detalles del impedimento, cuando su independencia de criterio 

y objetividad se vean comprometidas de hecho o en apariencia. 

Artículo 15. —Ubicación y estructura. La Auditoría, conforme a sus competencias, es el órgano asesor 

principal del jerarca en materia de control interno y dependerá orgánicamente de la Junta Directiva 

Nacional, con quien coordinará los asuntos de interés que corresponda. Se organizará para su 

funcionamiento conforme lo disponga el Auditor General, de conformidad con lo establecido en el artículo 

23 de la LGCI y acorde con las disposiciones que emita la Contraloría General de la República y la demás 

normativa que regula al Banco, con el propósito de garantizar la administración eficaz, eficiente y 

económica de los recursos, en el logro de los objetivos y el cumplimiento de las obligaciones legales y 

técnicas. 

Esta estructura deberá ser aprobada por la Junta Directiva Nacional como máximo jerarca del Banco. 

Artículo 16. —Ámbito de acción. La Auditoría Interna ejercerá sus competencias en todos los órganos que 

integran la Institución, incluidos los fideicomisos, fondos especiales y sobre los fondos de la entidad 

transferidos a sujetos privados para su administración o custodia. La Auditoría Interna mantendrá 

actualizado y detallado su ámbito de acción, actividad que se realizará anualmente cuando se elabora el 

plan de trabajo. 

Artículo 17. —Jerarquía. La Auditoría estará bajo la responsabilidad y dirección del Auditor General, 

quien le corresponde dictar los lineamientos, políticas, directrices e instrucciones según la normativa legal 

y técnica. 

Artículo 18. —Dependencia orgánica y regulaciones aplicables. El Auditor y el Subauditor General 

dependerán orgánicamente de la Junta Directiva Nacional, quien establecerá las regulaciones 

administrativas aplicables según lo establecido en el artículo 24 de la LGCI y 62 de la Ley Orgánica de la 

Contraloría General de la República. 

El Auditor General responderá por su gestión ante la Junta Directiva Nacional y, en lo conducente, ante la 

Contraloría General de la República. 

El Subauditor General dependerá jerárquicamente del Auditor General según lo establecido en el artículo 

28 de la Ley Orgánica del Banco Popular y de Desarrollo Comunal, y deberá responder ante él por su 

gestión. 

Al Subauditor le corresponde apoyar al Auditor General, desempeñando las funciones que éste le asigne. 
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El Subauditor General sustituirá de oficio al Auditor General durante los periodos de vacaciones, permisos, 

licencias e incapacidades con sus mismas atribuciones. 

Del Auditor y Subauditor Generales 

Artículo 19. —Nombramiento. El Auditor General y el Subauditor General deberán ser nombrados en 

jornada de tiempo completo y por tiempo indefinido por la Junta Directiva Nacional del Banco, de 

conformidad con el artículo 31 de la LGCI y 62 de Ley Orgánica de la Contraloría General de la República 

y según la reglamentación, disposiciones y demás procedimientos establecidos al efecto. 

Tanto el Auditor General como el Subauditor General deberán cumplir con lo establecido en los artículos 

29 de la LGCI, y 28 bis de la Ley Orgánica del Banco Popular y de Desarrollo Comunal, los lineamientos, 

directrices y demás regulaciones que emita la Contraloría General de la República sobre esta materia, en 

especial funciones y requisitos de los cargos de Auditor y Subauditor General. Deberán ser Contadores 

Públicos Autorizados y tener conocimiento sobre el marco legal que rige la Administración Pública en 

general y el sistema financiero en particular. 

El Auditor General y el Subauditor General deberán ser personas de reconocido prestigio, experiencia e 

integridad profesional y personal, con un alto y reconocido sentido de la responsabilidad personal y 

profesional, con total independencia funcional y de criterio respecto del jerarca y los demás órganos de la 

administración activa. 

Artículo 20. —Remoción o suspensión. El Auditor y el Subauditor Generales serán inamovibles y solo 

podrán ser suspendidos o removidos de su cargo por justa causa y por decisión emanada de la Junta 

Directiva Nacional, previa formación de expediente, con oportunidad suficiente de audiencia y defensa en 

su favor, así como dictamen previo favorable de la Contraloría General de la República, todo de 

conformidad con lo establecido en el artículo 15 de la Ley Orgánica de la Contraloría Nº 6872,  

Lineamientos sobre los requisitos de los cargos de auditor y subauditor internos, las condiciones para las 

gestiones de nombramiento, suspensión y destitución de dichos cargos, y la aprobación del reglamento de 

organización y funcionamiento de las auditorías internas del Sector Público y demás regulaciones emitidas 

al respecto. 

Potestades del auditor general 

Artículo 21. —Potestades. Sin perjuicio de lo establecido en otras disposiciones, el Auditor General tendrá 

las siguientes facultades: 

a) Ejercer como máxima autoridad de la auditoría, las funciones que le son propias en la administración

de personal, de acuerdo con el marco jurídico que en la materia rige para el Banco.

El personal de la Auditoría estará sujeto a las disposiciones administrativas del resto del personal del

Banco; no obstante, para su nombramiento, remoción, sanción, promoción, concesión de licencias,

disminución de plazas, así como de cualquier otro movimiento de personal, deberá contarse con la

autorización del Auditor General de conformidad con lo establecido en los artículos 24 y 28 de la LGCI y

el artículo 41 inciso 6) de la Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional número 1644.

En el caso de que el cargo de Auditor General esté ocupado interinamente, esta potestad la ejercerá el

auditor interino únicamente para el nombramiento de personal y no para la disminución de plazas.

b) Gestionar los requerimientos de personal ante la Dirección de Desarrollo Humano y Organizacional, la

cual deberá atender prioritariamente dichos requerimientos, para cumplir con los plazos estipulados en el

artículo 28 de la LGCI, cuando corresponda.
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c) Proponer a la Junta Directiva Nacional, debidamente justificadas, la creación de plazas que considere

indispensables para el funcionamiento de la Auditoría.

d) Informar a la Junta Directiva Nacional, cuando resulte pertinente para su resolución, sobre aquellos

casos en los que no haya recibido la debida respuesta de los diferentes componentes de la organización,

sobre solicitudes de información, de asesoría o de colaboración.

e) Tendrá libertad de proveer e intercambiar información con la Contraloría General de la República, así

como con otros entes y órganos de control que conforme a la Ley corresponda, sin perjuicio de la

coordinación que al respecto proceda conforme a la Ley y en el ámbito de sus competencias, sin que ello

implique limitación para la efectiva actuación de la auditoría interna.

f) Solicitar la contratación o incorporación de profesionales o técnicos de diferentes disciplinas,

servidores o no de la Institución según corresponda, para que lleven a cabo labores de su especialidad en

apoyo a los estudios que realice la auditoría interna.

Deberes del Auditor General 

Artículo 22. —Obligaciones. Sin perjuicio de lo establecido en otras disposiciones, son obligaciones del 

Auditor General: 

a) Definir, establecer, divulgar y mantener actualizadas las políticas, lineamientos, directrices,

procedimientos y prácticas requeridas para cumplir con sus competencias.

b) Documentar, divulgar y mantener actualizados los procesos de los servicios de fiscalización de la

actividad de Auditoría Interna, así como los manuales de procedimientos que permitirán su debida

ejecución.

c)Definir, establecer y mantener actualizadas las políticas, procedimientos y prácticas de administración,

acceso y custodia de la documentación de la Auditoría Interna, en especial de la información relativa a los

asuntos de carácter confidencial establecidos en los artículos 6 de la LGCI y 8 de la Ley contra la

Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública.

d) Preparar y remitir a la Junta Directiva Nacional, un informe trimestral de labores, así como aquellos

informes especiales que considere necesarios y los que le sean requeridos por la Junta Directiva Nacional.

e) Preparar y remitir a la Junta Directiva Nacional un informe anual, (artículo 22 inciso g) LGCI) en el mes

de enero, sobre el uso dado a los recursos asignados en el año anterior para sus labores de fiscalización.

Dicho informe debe incorporarse a la liquidación presupuestaria anual que se remita a la Contraloría

General de la República.

f) Establecer la organización que tendrá la dependencia a su cargo, misma que deberá constar en el

documento correspondiente y que será puesta en conocimiento de todos los trabajadores de la Institución.

g) Mantener actualizado el universo fiscalizable de la Auditoría Interna y el ámbito de acción respecto de

los fondos públicos sujetos a competencia institucional, incluyendo fideicomisos, fondos especiales y otros

de naturaleza similar, así como fondos y actividades privadas de acuerdo con los artículos 5 y 6 de la Ley

Orgánica de la Contraloría General de la República.

h) Establecer, en conjunto con sus auditores, la visión, misión y valores que regirán las actuaciones del

personal de la Auditoría Interna entre sí, en su relación con la administración activa, con las autoridades de

fiscalización superior de la Hacienda Pública en general y de las entidades financieras en particular y en su

relación con cualquier otro ente ajeno al Banco y sus empresas.

i) Determinar los criterios técnicos y jurídicos mínimos y necesarios para establecer, divulgar, aplicar y

mantener un programa de aseguramiento continuo de la calidad y mejora de los procesos principales de la

auditoría, incluyendo la aplicación de las disposiciones jurídicas y técnicas.

j) Establecer las condiciones formales mínimas que debe reunir cada uno de los documentos utilizados por

la Auditoría, para comunicar el resultado de sus servicios de auditoría y de sus servicios preventivos, de

conformidad con lo establecido en las Normas para el ejercicio de la Auditoría Interna en el Sector Público

y demás normativa aplicable.
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k) Documentar, divulgar y mantener actualizados los programas de seguimiento de recomendaciones que

serán utilizados por la Auditoría Interna, para corroborar su efectiva implementación y su contribución al

cumplimiento de los objetivos institucionales.

l) Establecer las pautas principales sobre las relaciones y coordinaciones de los funcionarios de la auditoría

con los auditados, las autoridades de fiscalización superior de la Hacienda Pública en general y de las

entidades financieras en particular, así como cualquier otro ente ajeno al Banco.

m) Rendir los informes que le solicite la Junta Directiva Nacional, las autoridades de fiscalización superior

de la Hacienda Pública en general y de las entidades financieras en particular, las autoridades judiciales y

de policía, así como cualquier otra autoridad competente para ello, de conformidad con la legislación

vigente.

n) Mantener un programa de capacitación y autoaprendizaje para el desarrollo del personal.

o) Presentar ante el Ministerio Público las denuncias de presuntos delitos en perjuicio del Banco, de

conformidad con las Directrices sobre la Comunicación de Relaciones de Hechos y Denuncias Penales por

las Auditorías Internas del Sector Público emitidas por la Contraloría General de la República (Resolución

R-CO-9-2008 del 19 de febrero del 2008 y sus posteriores reformas)

p) Asumir un rol activo de asesoría preventiva al jerarca, a solicitud de éste en las materias de su

competencia, con el fin de que contribuya a evitar actos que atenten contra la legalidad y la eficiencia en el

manejo de los fondos públicos.

q) Difundir entre el personal de la auditoría y poner en operación, según proceda, las herramientas que

aporta la Contraloría General de la República para fortalecer la actividad de Auditoría Interna.

r) Establecer y regular a lo interno de la Auditoría, las pautas principales sobre las relaciones y

coordinaciones del personal con los auditados.

s) Supervisar y disponer las medidas necesarias para procurar que los auditores guarden la confidencialidad

de la información sobre la que tengan acceso.

t) Administrar en forma efectiva los recursos financieros, materiales, humanos y tecnológicos en función

de los objetivos institucionales.

u) Coordinar con el Auditor General de las Empresas, los estudios de auditoría que en el ejercicio de las

funciones de Asamblea de Accionistas le solicite la Junta Directiva Nacional.

v) Elaborar el plan de trabajo de la auditoría conforme los lineamientos dictados por la Contraloría General

de la República y presentarlo a conocimiento del jerarca.

w) Hacer cumplir este reglamento y las disposiciones vigentes en materia de control y fiscalización de los

recursos que administra el Banco.

Artículo 23. —Asistencia a las sesiones de Junta Directiva Nacional. El Auditor General, o en sus 

ausencias temporales el Subauditor, podrá asistir a las sesiones de la Junta Directiva cuando ese órgano 

colegiado así lo solicite para brindar asesoría en temas de su competencia, y cuando dicho funcionario así 

lo estime necesario y conveniente para el desempeño de sus funciones, ejerciendo la asesoría adecuada y 

con independencia. La participación en el seno del órgano colegiado se guiará por los siguientes 

lineamientos: 

i) Brindará asesoría sobre asuntos concretos y a solicitud explícita de asesoría por parte del jerarca.

ii) Asistirá a las sesiones con voz pero sin voto.

iii) Brindará asesoría únicamente en asuntos de su competencia y sin que menoscabe o comprometa su

independencia y objetividad en el desarrollo posterior de sus demás competencias.

iv) Pedirá y vigilará que su opinión conste en las actas respectivas.

v) Podrá posponer su opinión cuando a su criterio y por la complejidad del asunto en discusión requiera

recabar mayores elementos de juicio.

vi) Ni la presencia ni el silencio del Auditor General en las sesiones releva al jerarca de la responsabilidad

de respetar el ordenamiento jurídico y técnico en lo que acuerde. El silencio no impide que el Auditor

General emita su opinión posteriormente, en forma verbal o por escrito en otra sesión.
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vii) Abstenerse de participar en comisiones de trabajo o similares, de naturaleza eminentemente

administrativa, excepto que se trate de comisiones conformadas por miembros de Junta Directiva Nacional,

en donde se requiera su participación con carácter de asesor en el campo de su competencia.

Asignación de recursos a la auditoría 

Artículo 24. —La Auditoría deberá contar con los recursos humanos, materiales, tecnológicos, de asesoría 

técnica e instalaciones físicas necesarios para el adecuado cumplimiento de sus funciones y la capacitación 

para el desarrollo profesional de sus servidores que considere indispensables para el cumplimiento de su 

Plan Anual de Auditoría y el buen funcionamiento de su unidad, de conformidad con el artículo 27 de la 

LGCI. 

Para tales propósitos, el Auditor General planteará sus necesidades debidamente justificadas ante la Junta 

Directiva Nacional, para que ésta ordene la asignación oportuna y adecuada de dichos recursos cumpliendo 

con lo dispuesto por la Contraloría General de la República en las Directrices para la solicitud y asignación 

de recursos a las Auditorías Internas (Resolución R-DC-010-2015 de 6 de febrero de 2015, publicada en 

La Gaceta N.° 48 de 10 de marzo de 2015). 

Asimismo, de acuerdo con lo establecido en las normas 2.2.2 y 2.2.3 de las Normas para el Ejercicio de la 

Auditoría Interna en el Sector Público.  

Plan de trabajo de la auditoría Interna 

Artículo 25. —El plan de trabajo anual de la auditoría interna y el requerimiento de recursos necesarios 

para su ejecución, se dará a conocer al jerarca, por parte del Auditor General, quien debe valorar las 

observaciones y solicitudes que, sobre los contenidos de ese plan, plantee el jerarca en su condición de 

responsable principal por el sistema de control interno institucional. 

Las modificaciones al plan de trabajo anual que se requieran durante su ejecución, deben comunicarse 

oportunamente al jerarca. 

El plan de trabajo anual y sus modificaciones, se deben remitir a la Contraloría General de la República, en 

la forma y términos que al efecto disponga ese órgano contralor. La remisión de esa información no tiene 

como objetivo otorgar una aprobación o visto bueno a lo planificado por la auditoría 

Artículo 26. —Presupuesto 

La Junta Directiva Nacional requerirá a la Auditoría Interna, la formulación técnica de su presupuesto, 

conforme a los lineamientos aplicables y al Plan Anual de Trabajo. 

El responsable del manejo presupuestario del Banco deberá llevar un registro del monto asignado y 

aprobado para la Auditoría Interna y detallado por objeto del gasto, para el adecuado control de la 

ejecución y modificaciones del presupuesto. 

No podrán hacerse modificaciones ni ajustes presupuestarios que afecten los recursos asignados a la 

actividad de la Auditoría Interna sin contar con la aprobación del Auditor General. 
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Artículo 27. —Asesoría y Asistencia Técnica. El Auditor General, Subauditor General y los auditores 

contarán con la necesaria asesoría y asistencia técnica-jurídica de los profesionales en Derecho de la 

Institución, cuando a consecuencia del ejercicio de sus funciones propias resulten parte en un proceso 

judicial conforme lo dispuesto en el artículo 26 de la LGCI. 

De ser necesario, a juicio del funcionario de Auditoría que requiera de la asistencia o asesoría jurídica, el 

Auditor General podrá solicitar a la Junta Directiva Nacional que autorice la contratación externa de un 

profesional en Derecho cuya probada formación profesional y experiencia garanticen la mejor atención del 

asunto objeto de controversia judicial. 

Prohibiciones del personal de la auditoría 

Artículo 28.—El Auditor General, Subauditor General y los demás funcionarios de la Auditoría aparte de 

las prohibiciones establecidas en el artículo 34 de la Ley General de Control Interno, Ley Contra la 

Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la función pública y demás leyes y reglamentos aplicables, 

tendrán las siguientes prohibiciones: 

a) Conforme las disposiciones legales aplicables no podrán ejercer profesiones liberales fuera del cargo,

salvo asuntos estrictamente personales, en los que él, su cónyuge, sus ascendientes, descendientes y

colaterales por consanguinidad y afinidad hasta tercer grado, o bien cuando la jornada no sea de tiempo

completo, excepto que exista impedimento por la existencia de un interés directo o indirecto del Banco. De

esta prohibición se exceptúa la docencia, siempre que sea fuera de la jornada laboral.

b) Participar en las Juntas Directivas de las asociaciones, cooperativas y demás organizaciones, cuando

estén sujetas al control y a la fiscalización de la Auditoría Interna, conforme lo dispuesto en el artículo 6 de

la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República.

c) Con el propósito de mantener su carácter asesor e independiente, no realizarán funciones y actuaciones

propias de la administración activa, con excepción de las que sean necesarias para cumplir su competencia.

d) No podrán ser parte de grupos de trabajo, comisiones o similares o ejercer funciones propias de otra

unidad administrativa del Banco o sus empresas, ni participar con carácter resolutivo en comisiones de

trabajo o similares de naturaleza eminentemente administrativa. Tampoco podrán ser parte de órganos

instructores de procedimientos administrativos.

e) Participar en actividades político-electorales, salvo la emisión del voto en las elecciones nacionales y

municipales.

f) Revelar información sobre las auditorías o los estudios especiales de auditoría que se estén realizando y

sobre aquello en lo cual se determine una posible responsabilidad civil, disciplinaria o eventualmente penal

de los servidores del Banco o sus Empresas.

g) Auditar operaciones o procesos específicos en los cuales haya sido previamente responsable como

servidor de la Administración, proveedor o por cualquier otro motivo. Para tal efecto, se presume que hay

impedimento si provee servicios para una actividad, en la cual se tuvieron responsabilidades o relaciones

que puedan resultar incompatibles en los 2 últimos años contados a partir de su ingreso a la auditoría,

situación que deberá comunicar por escrito al Auditor General al momento de la asignación del estudio.

h) No deben ejecutar sus competencias de asesoría y advertencia en operaciones, de las cuales haya sido

previamente responsable.

CAPÍTULO II  

DEL FUNCIONAMIENTO DE LA AUDITORÍA, COMPETENCIAS, POTESTADES Y DEBERES 

Artículo 29. —Competencias. Además de las competencias establecidas en el artículo 22 de la LGCI, le 

corresponde a la Auditoría: 
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a) Realizar servicios de auditoría y servicios preventivos de acuerdo con las Normas Generales de 

Auditoría para el Sector Público, Normas para el Ejercicio de la Auditoría Interna en el Sector Público, 

en cualesquiera de las unidades administrativas u operativas del Banco, en el momento que considere 

oportuno, con fundamento en su Plan de Trabajo o de acuerdo con las prioridades del caso, así como 

cuando medie solicitud de la Junta Directiva Nacional o alguna instancia de fiscalización superior. 

b) Verificar el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias de los objetivos y metas de las 

políticas, de los planes y de los procedimientos financieros y administrativos establecidos para el Banco. 

c) Evaluar en forma regular el sistema de control interno institucional en relación con los aspectos 

contable, financiero y administrativo, con el fin de determinar su cumplimiento, suficiencia y validez, y 

recomendar las mejoras que considere necesarias y oportunas. 

d) Evaluar la suficiencia, oportunidad y confiabilidad de la información contable, financiera, 

administrativa y de otro tipo producida en la Institución. 

e) Examinar en forma regular la operación efectiva de los controles críticos en la prestación de servicios de 

apoyo contratados con terceros. En este caso, los sujetos sean públicos o privados, están en la obligación 

de brindar la información que la auditoría requiera dentro de los plazos y condiciones razonablemente 

establecidos, circunstancia que deberá indicarse expresamente en el documento que en relación con la 

prestación de servicios se suscriba con terceros. 

f) Verificar que los recursos del Banco sean administrados con eficiencia, eficacia y economía, de 

conformidad con las sanas prácticas administrativas, contables y financieras, y de acuerdo con las normas 

del ordenamiento jurídico vigente. 

g) Comunicar por escrito los resultados de los servicios de auditoría y servicios preventivos realizados, 

como medio para brindar la asesoría necesaria para mejorar la eficiencia y la eficacia en la gestión del 

Banco o sus empresas. 

h) Preparar un plan anual de trabajo que contemple los servicios de auditoría y servicios preventivos que 

serán ejecutados durante el período, estableciendo las previsiones para aquellas actividades imprevistas 

que puedan presentarse. 

i)  Efectuar evaluaciones de los sistemas de procesamiento electrónico de datos u otros sistemas del Banco, 

de acuerdo con las normas técnicas y jurídicas aplicables. 

j) Refrendar los balances, cuentas y estados que el banco remita  a la  Superintendencia General de 

Entidades Financieras, según lo establecido en el artículo 18 de la Ley Orgánica del Sistema 

Bancario Nacional. 

k) Verificar que los responsables hayan tomado las medidas y acciones pertinentes para poner en práctica 

las recomendaciones aceptadas por la administración activa y contenida en los informes de la auditoría 

interna o de los auditores externos, Superintendencia General de Entidades Financieras y Contraloría 

General de la República. 

l)  Establecer los instrumentos administrativos y técnicos procedentes para su apropiado funcionamiento. 

m) Advertir a los órganos que fiscaliza sobre las posibles consecuencias de determinadas conductas o 

decisiones cuando sean de su conocimiento. 

n) Evaluar el funcionamiento del sistema específico de valoración de riesgos institucional. 

o) Efectuar la evaluación posterior de la formulación, ejecución y liquidación del presupuesto del Banco. 

p) Fiscalizar, conforme las competencias, deberes y potestades, los beneficios patrimoniales, gratuitos o sin 

contraprestación alguna que el Banco conceda a sujetos privados. 

q) Mantener un archivo permanente de las regulaciones que afecten su ámbito de competencia, en especial 

de la normativa y directrices que emita la Contraloría General de la República. 

r) Las demás competencias que contemplen la normativa legal, reglamentaria y técnica aplicable, con las 

limitaciones que establece el artículo 34 de la LGCI. 

 

Artículo 30. —Servicios de Auditoría. Como parte de las competencias y de conformidad con las Normas 

para el ejercicio de la auditoría interna en el Sector Público los servicios de auditoría se clasifican en 

servicios de auditoría y servicios preventivos. 
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Los “servicios de auditoría” comprenden los distintos tipos de auditoría. 

Los “servicios preventivos” incluyen la asesoría, advertencia y autorización de libros. 

Los resultados derivados de estos servicios preventivos se comunican por escrito mediante oficios u otros 

medios que la auditoría considere pertinente y el documento respectivo no se rige por el trámite del 

informe que está reservado para los servicios de auditoría, como lo prescribe la LGCI. 

La asesoría y la advertencia, a diferencia de las auditorías y estudios especiales, pueden darse a priori o de 

manera concomitante. Deben tener un tono constructivo y de apoyo, y estar fundamentadas y 

documentadas adecuadamente. 

Tanto la asesoría como la advertencia pueden darse en conexión y sobre la marcha de un estudio en 

proceso y no son vinculantes para el que las recibe, cuya decisión queda bajo su entera responsabilidad. 

Asimismo, deben darse sin que se comprometa su independencia y objetividad en el desarrollo posterior de 

las propias labores de la actividad. 

a) Asesoría: Es un servicio dirigido al jerarca y consiste en el suministro de criterios, observaciones y

demás elementos de juicio para la toma de decisiones con respecto a los temas que son competencia de la

auditoría interna. También puede ser brindado a otras instancias institucionales, si la auditoría lo

considera pertinente.

Solamente la proporciona el Auditor General, o en el que éste delegue, a la Junta Directiva Nacional en 

forma directa, verbal o escrita, y preferiblemente a solicitud expresa de ésta. Comprende criterios, 

opiniones y observaciones que coadyuven a la toma de decisiones del jerarca, sin manifestar inclinación 

por una posición determinada, la asesoría no pretende sustituir la responsabilidad y funciones de la 

Administración. Consiste en un criterio del Auditor General sobre asuntos de su competencia con el 

sustento jurídico y técnico pertinente, que se expresa en una sesión de la Junta Directiva Nacional o 

reunión con este jerarca o sus comisiones, el cual quedará constando en actas y de ser posible en 

documento escrito, e implica la verificación posterior de lo actuado. 

b) Advertencia: Es un servicio dirigido a los órganos de la administración activa y consiste en señalar los

posibles riesgos y consecuencias de determinadas conductas o decisiones, cuando sean de conocimiento

de la auditoría interna. Esta labor se ejecuta de oficio sobre asuntos de su competencia, cuando sean de su

conocimiento y tales conductas o decisiones, acciones y omisiones, pudiesen contravenir el ordenamiento

jurídico y técnico. Consiste en prevenir sobre las eventuales consecuencias de una decisión, hecho o

situación, que puede comunicarse al jerarca, en cuyo caso deberá procurarse que se asiente en las actas

respectivas, o hacia instancias de la administración activa.

Puede consistir en un trabajo de análisis que desarrolla y fundamenta la auditoría interna, producto del 

conocimiento de un asunto cuyas consecuencias pueden derivar en perjuicio para la Administración. El 

resultado de este análisis se expresa por escrito mediante criterios que previenen (advertencias) a la 

administración de las consecuencias de un hecho o decisión; documento que al igual que las asesorías, no 

se rige por el trámite del informe que prescribe la LGCI. 

Si por circunstancias especiales la advertencia se efectuara en forma verbal, debe hacerse por escrito a la 

brevedad e implica verificar posteriormente el proceder y legalidad de lo actuado por la Administración. 

c) Autorización de libros: Es una obligación asignada de manera específica a la auditoría interna, que

consiste en el acto de otorgar la razón de apertura de los libros de contabilidad y de actas que deban

llevarse en la institución respectiva. Así también, aquellos otros libros que a criterio de la auditoría

interna deban cumplir con este requisito, de conformidad con lo establecido en el artículo 22 inciso e) de

la Ley General de Control Interno y demás regulaciones emitidas por el órgano contralor.
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Potestades del personal de la auditoría 

Artículo 31. —Además de las indicadas en el artículo 33 de la LGCI Nº 8292, para el acertado 

cumplimiento de sus competencias y deberes, el Auditor General, el Subauditor y los demás funcionarios 

de la Auditoría Interna tendrán las siguientes potestades: 

a) Libre acceso, en cualquier momento, a todos los registros, informes, libros, estados financieros,

archivos, videos, datos, bienes, valores, documentos, oficinas, unidades administrativas, operativas e

instalaciones del Banco; así como cualesquiera otras fuentes de datos y de información física o electrónica,

respetando las disposiciones legales y los principios constitucionales aplicables en la materia.

b) Solicitar para su examen a cualquier servidor, órgano, unidad o departamento, en la forma, condiciones

y plazo que estime conveniente, los registros, informes, libros, estados financieros, archivos, datos, valores

y documentos de cualquier tipo necesarios para el cumplimiento de sus obligaciones.

c) Solicitar a cualquier funcionario o servidor del Banco, en la forma, condiciones y plazo que estime

conveniente, la asesoría, colaboración y facilidades necesarias para el mejor cumplimiento de su función

auditora.

d) Utilizar, según las circunstancias y su criterio profesional, el tipo, las técnicas y los procedimientos de

auditoría que en su criterio satisfagan en mejor forma las necesidades de los exámenes y verificaciones que

se lleve a cabo.

e) Organizarse y disponer del personal profesional y asistente necesario, según lo requiera el adecuado

cumplimiento de sus funciones.

f) Señalar, en cada caso, el plazo dentro del cual la administración activa deberá suministrar lo solicitado

por ella. Este plazo será establecido considerando la complejidad del asunto en cuestión, así como la

importancia y urgencia que representa para la oportuna ejecución de sus funciones auditoras. Los plazos

empezarán a correr a partir del día siguiente del recibo de la solicitud por parte de la administración activa.

g) Cuando fuera difícil atender lo solicitado dentro del plazo requerido, el responsable de atender la

solicitud así deberá comunicarlo y explicarlo a la auditoría, dentro de los tres días hábiles siguientes al

recibo de la misma, pudiendo ser ampliado cuando el caso lo amerite.

h) La Auditoría Interna podrá solicitar la aplicación de las medidas disciplinarias que correspondan, en

caso de que su solicitud no sea atendida dentro del plazo establecido para ello.

i) La Auditoría podrá solicitar la aplicación de las medidas disciplinarias establecidas en el artículo 41 de

la LGCI, cuando algún servidor del Banco con sus acciones suscite restricciones u obstáculos que

constituyan un evidente atraso y limitación al trabajo de fiscalización, tanto del Auditor General como a su

personal. Esto se catalogará como un menoscabo a la debida protección de los recursos públicos y una

violación al marco legal que regula la actuación de las auditorías internas. Lo anterior acarreará la

imputación de responsabilidades por la afectación que cause en el cumplimiento de las potestades del

personal de la auditoría y por ende, de las competencias de fiscalización correspondientes, según se

prescribe en los artículos 33, 39 y 41 de la LGCI.

j) Solicitar, en el ejercicio de sus competencias, datos e información de la Institución a entidades bancarias

y otras autoridades externas.

k) Solicitar al nivel jerárquico correspondiente, el cese inmediato de acciones cuestionadas que

comprometan la independencia y objetividad de la Auditoría Interna.

l) Solicitar a la Asesoría Legal del Banco los estudios jurídicos necesarios para el ejercicio de las

competencias, conforme lo dispone el artículo 33 inciso c) de la Ley de Control Interno, estudios que

deberán rendirse oportuna y efectivamente.

m) Atender directamente aquellos requerimientos que le formulen la Contraloría General de la República,

la Superintendencia General de Entidades Financieras y otros órganos externos.

n) Hacer las consultas que considere pertinentes a la Contraloría General de la República, a la

Superintendencia General de Entidades Financieras y a la Procuraduría General de la República.
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Obligaciones del personal de la auditoría 

Artículo 32.—Además de los deberes indicados en el artículo 32 de la LGCI Nº 8292 y demás 

disposiciones que regulan el accionar de la Auditoría Interna, para el acertado cumplimiento de sus 

competencias y deberes, el Auditor General, el Subauditor General y los demás funcionarios de la auditoría 

tendrán las siguientes obligaciones: 

a) No ocasionar recargos, retrasos e inconvenientes excesivos a las operaciones, al servicio y a la gestión

de los auditados, sin perjuicio de la obligación de éstos de permitir el libre acceso a la información y

colaborar con prontitud con las solicitudes que le formulen los funcionarios de la auditoría, para el

cumplimiento adecuado de las competencias.

b) Fundamentar adecuadamente y con prudencia los contenidos de las diversas comunicaciones orales y

escritas a lo interno y externo del Banco.

c) Denunciar los delitos perseguibles de oficio, mediante el procedimiento establecido y aprobado por el

Auditor General.

d) Recopilar, organizar, procesar, registrar y reproducir directamente de los archivos, registros,

compendios y otros medios disponibles, la información que requiera para formular sus hojas de trabajo,

análisis y conclusiones, con la excepción de la que no pueda obtenerse directamente de esas fuentes por la

índole de su naturaleza.

e) Acatar las disposiciones emanadas de la Contraloría General de la República, de conformidad con lo

establecido en el artículo 26 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República.

f) De conformidad con lo establecido en el artículo 121 inciso 23 de la Constitución Política, 6 de la LGCI

y 8 de la Ley Contrala Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito, facilitar y entregar la información que le

solicite la Asamblea Legislativa, con excepción de la información de carácter confidencial que sólo se

entrega a comisiones legislativas de investigación debidamente acreditadas y no a diputados

individualmente considerados u órganos de la Asamblea Legislativa, sin perjuicio del deber de

confidencialidad contemplado en dicha normativa.

g) Fiscalizar que las unidades de recursos humanos cumplan a cabalidad con el deber de informar lo

establecido en la Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito de los Servidores Públicos, según

lo dispone el artículo 80 del Reglamento a esa Ley.

h) Dar el seguimiento que corresponda a los controles establecidos para la recepción y custodia de los

obsequios o gestos de cortesía recibidos por todo servidor del Banco. La indicada recepción debe ser

reportada al Jerarca y a la Auditoría, todo de conformidad con lo establecido en el artículo 43 del

Reglamento a la Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito de los Servidores Públicos.

i) En el ejercicio de sus competencias, el personal deberá actuar con independencia funcional y de criterio

respecto del jerarca y de los demás órganos de la administración activa y ser objetivo en el cumplimiento

de su trabajo.

j) Actuar conforme los valores de orden ético emitidas por la Auditoría Interna en su plan estratégico, el

Código de Ética Institucional, Colegio de Contadores Públicos y demás Colegios Profesionales en lo

aplicable, así como por las Directrices Generales sobre los Principios y Enunciados Éticos a observar por

parte de los Jerarcas, Titulares Subordinados, Funcionarios de la Contraloría General de la República,

Auditorías Internas y Servidores Públicos en General Nº D-2-2004-CO, publicadas en La Gaceta Nº228

del 22 de noviembre de 2004.

k) El Auditor General, Subauditor General y demás jefaturas de la auditoría, según la normativa vigente,

están obligados a presentar el informe de fin de gestión, de acuerdo con las directrices emitidas por la

Contraloría General de la República.

l) Guardar la confidencialidad de toda la información que obtengan en el ejercicio de sus funciones.
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CAPÍTULO III 

DE LA COMUNICACIÓN DE RESULTADOS 

Artículo 33. —Forma de comunicar resultados. La Auditoría deberá comunicar los resultados de sus 

evaluaciones de servicios de auditoría y servicios preventivos mediante memorando, oficio e informe 

parcial al concluir la labor de campo, y por medio del informe final cuando corresponda. El memorando u 

oficio constituye una especie de informe parcial que contempla comentarios, conclusiones y 

recomendaciones sobre hechos y otra información pertinente, obtenida en el desarrollo de la auditoría o 

estudio especial de auditoría y que han sido oportunamente discutidos y atendidos por la administración al 

finalizar el trabajo. 

Las comunicaciones serán dirigidas al jerarca o titular subordinado con competencia y autoridad para 

ordenar la implantación de las respectivas recomendaciones, u ordenar la apertura de un procedimiento 

administrativo de conformidad con las disposiciones establecidas en los artículos 35, 36, 37 y 38 de la 

LGCI, este reglamento y las disposiciones promulgadas por la Contraloría General de la República. 

Artículo 34. —Si durante el desarrollo de la auditoría, la limitada relevancia e implicaciones del asunto a 

juicio del Auditor lo justifique y los resultados hayan sido oportunamente discutidos y las 

recomendaciones atendidas por la administración activa antes de finalizar el trabajo o estudio especial, la 

auditoría podrá preparar y enviar a quien corresponda, memorandos u oficios sobre hechos y otra 

información pertinente obtenida en el desarrollo de la labor de campo. 

Artículo 35. —La comunicación de resultados derivados de los servicios se efectuará mediante informes de 

dos tipos: de control interno, incluidos los de seguimiento, y de responsabilidades, de conformidad con las 

siguientes regulaciones: 

a) Los informes de control interno deben contener: resumen ejecutivo, introducción, hallazgos,

conclusiones y sus correspondientes recomendaciones.

b) En el aparte de “Introducción” se deberá prevenir al jerarca y titulares subordinados de los deberes y

plazos que deben observar en la atención de los informes de auditoría establecidos en los artículos 36, 37 y

38 de la LGCI. Asimismo, advertirá las posibles responsabilidades en que pueden incurrir por incumplir

injustificadamente los deberes contenidos en la LGCI según lo establece su artículo 37.

c) Los hallazgos deben estar suficientemente sustentados para la adecuada toma de decisiones por parte del

jerarca o titular subordinado que debe implantar las recomendaciones.

d) Las recomendaciones deben ser efectivas, pertinentes, oportunas y conformes con los hallazgos

documentados.

e) Las recomendaciones no deben indicar el “cómo” solucionar las causas de la situación o deficiencias

documentadas.

f) Se pueden emitir informes parciales de control interno durante el transcurso de las evaluaciones, siempre

que sean sobre asuntos concluidos desde el punto de vista de la fiscalización prevista y las circunstancias

lo ameritan.

g) En el informe final de control interno se debe hacer referencia a los informes parciales emitidos.

h) Tanto los informes parciales como los finales de control interno, así como los de responsabilidades

(Relaciones de Hechos), están sujetos al trámite y plazos improrrogables previstos en los artículos 36 al 38

de la LGCI, excepto aquellos que la Contraloría General de la República determine que no están sujetos al

trámite de conflicto por su especial naturaleza. El incumplimiento de lo estipulado en los artículos

indicados es causal de responsabilidad administrativa conforme lo establecido en los artículos 39 y 40 de la

LGCI.

i) Las relaciones de hechos se ajustarán a las directrices emitidas por la Contraloría General de la

República.

ALCANCE DIGITAL N° 164A.—Viernes 9 de setiembre del 2016 21



Informes de control interno 

Artículo 36. —Los informes de control interno, incluidos los de seguimiento, se regulan por los siguientes 

criterios: 

a) De conformidad con lo dispuesto en los artículos 36 y 37 de la LGCI, los informes serán remitidos al

jerarca o titular subordinado según corresponda.

b) El informe debe ser contestado en un plazo máximo e improrrogable de 10 ó 30 días hábiles según

corresponda, conforme a los artículos 36 y 37 de la LGCI. Una vez aceptadas las recomendaciones de la

auditoría interna, debe girarse por escrito la orden de implantación al responsable designado, con copia a la

auditoría interna, disponiendo las fechas de inicio y finalización probable para dicha implantación de

conformidad con lo establecido en los artículos 17 inciso d), 36 y 37 de la LGCI.

c) En caso de no aceptarse las recomendaciones, el jerarca o el titular subordinado deberán proceder

conforme lo establecido en los artículos 36, 37 y 38 de la LGCI, según corresponda. El Auditor General

remitirá por escrito las argumentaciones refiriéndose a las objeciones y a las soluciones alternas que

respecto de las recomendaciones de sus informes propongan tanto los titulares subordinados como el

jerarca, según lo establecido en el artículo 36 inciso b) y 38 de la LGCI, dentro de los plazos establecidos y

sin perjuicio de que también manifiesten dichas argumentaciones de manera verbal.

d) El plazo para iniciar la implantación de las recomendaciones se establecerá dentro de los diez días

hábiles siguientes a su notificación (fecha de la orden girada por escrito por parte del jerarca o titular

subordinado según corresponda), de conformidad con el artículo 17 inciso d) de la LGCI.

e) Tanto el jerarca como el titular subordinado deberán llevar un registro para controlar el avance de la

implantación de las recomendaciones y el cumplimiento del plazo establecido, conforme lo dispone el

artículo 17 inciso d) de la LGCI.

f) El incumplimiento de las acciones para implantar las recomendaciones de la Auditoría Interna

ordenadas, ya sea por el jerarca o titular subordinado respectivo, será causal de responsabilidad

administrativa por parte de los funcionarios que las incumpliere, sin perjuicio de la responsabilidad penal

conforme el artículo 39 de la LGCI.

Remisión de informes a la Junta Directiva Nacional 

Artículo 37. —Informes al jerarca. Los informes que deben remitirse por competencia a la Junta Directiva 

Nacional se regularán por los siguientes criterios: 

a) El Auditor General podrá recordar expresamente en el informe, sobre el plazo de 30 días hábiles con que

cuenta el órgano colegiado para emitir el acuerdo respectivo, en relación con las recomendaciones

formuladas, sean en informes de control interno o relaciones de hechos y le hará saber que puede formular

objeciones -dentro del mismo plazo- mediante acuerdo razonado. En caso de aceptación de las

recomendaciones, la Junta Directiva Nacional debe emitir un acuerdo ordenando la puesta en práctica de

las mismas.

b) La Auditoría General debe asegurarse que en la copia del oficio de remisión conste la fecha de recibido

por parte de la Secretaría de Actas de la Junta Directiva Nacional, para efectos del cómputo del plazo

previsto en el artículo 37 de la LGCI, el cual corre a partir del recibido en esa Secretaría.

Informes de responsabilidades 

(Relaciones de hechos) 
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Artículo 38. —El informe de Relaciones de Hechos es un documento que refiere los hallazgos de una 

investigación, en el cual se señalan hechos, actuaciones y omisiones eventualmente anómalos 

presuntamente en perjuicio de la Hacienda Pública. Estos informes se regulan por los siguientes criterios: 

a) La Auditoría tiene el deber de someter al conocimiento de la administración activa aquellos hallazgos

que, con ocasión de los estudios efectuados, puedan acarrear responsabilidades disciplinarias, civiles y

penales sobre los servidores del Banco. La administración activa tiene el deber de disciplinar toda falta de

sus servidores, especialmente cuando se trata de anomalías relacionadas con el ordenamiento de control y

fiscalización superior de la Hacienda Pública.

b) El informe de Relación de Hechos debe indicar los hechos anómalos o irregulares que eventualmente

servirán de base a la intimación de cargos, la normativa infringida y la identificación de los presuntos

responsables, ello con el propósito de recomendar la apertura de algún procedimiento administrativo o para

que se emprendan las acciones, sean judiciales o administrativas, y ha de ser un insumo adecuado para la

labor de la administración activa.

c) Conforme lo establecido en el artículo 37 y 38 de la LGCI, cuando la relación de hechos sea remitida a

la Junta Directiva Nacional o a la Asamblea de Trabajadores y Trabajadoras, conforme el procedimiento

establecido al efecto, el término para aceptar o no la recomendación de conformar el órgano director será

de 30 días hábiles improrrogables contados a partir del recibo del informe en la Secretaría de cada órgano.

d) Conforme con lo establecido en el artículo 36 y 38 de la LGCI, cuando la relación de hechos sea

remitida a los titulares subordinados, el término para aceptar o no la recomendación de conformar el

órgano director será de 10 días hábiles improrrogables contados a partir del recibo del informe en la

Secretaría del titular subordinado.

e) La prescripción de la responsabilidad disciplinaria se interrumpirá con efectos continuados, por la

notificación al presunto responsable del acto que acuerde el inicio del procedimiento administrativo, y se

reputará como falta grave del jerarca o del titular subordinado o funcionario competente para iniciar el

procedimiento sancionatorio, el no darle inicio a éste oportunamente o el dejar que la responsabilidad del

infractor prescriba, sin causa justificada, según lo dispone el artículo 71 de la Ley Orgánica de la

Contraloría General de la República.

f) La Auditoría debe advertir a la administración activa sobre la celeridad con que debe atender las

recomendaciones atinentes a responsabilidades civiles y administrativas para prevenir el transcurso de los

plazos de prescripción.

g) La Auditoría no está obligada a satisfacer la garantía constitucional del debido proceso, quedando a

juicio profesional del auditor dar participación a los funcionarios involucrados en los hallazgos, que

puedan originarles algún género de responsabilidad.

El órgano director del procedimiento administrativo es el responsable de la obtención de la verdad real de

los hechos y para ello, satisfacer la garantía del debido proceso a los presuntos implicados. Ningún

servidor de la Auditoría podrá integrar un órgano instructor o director conforme lo dispone el artículo 34

inciso a) dela LGCI.

h) Cuando se acrediten hechos que puedan eventualmente constituir delito, la auditoría presentará la

denuncia ante el Ministerio Público.

i) El Proceso de Consultoría Jurídica deberá remitir a la Auditoría el resultado final de cada uno de los

procesos judiciales instaurados, originados en informes de auditoría.

j) La Gerencia General Corporativa deberá remitir a la Auditoría un informe sobre el estado de los

procedimientos administrativos instaurados como resultado de los informes de auditoría, según los

requerimientos y plazos en que la auditoría se lo solicite.

k) En las situaciones relacionadas con hallazgos que determinen la posible responsabilidad disciplinaria,

civil y eventualmente penal de los servidores del Banco, debe asegurarse la confidencialidad de la

información, documentación y otras evidencias del caso, según lo estipulado en el artículo 6 de la LGCI,

en resguardo de los posibles involucrados y de la buena marcha del procedimiento que se lleve a cabo.
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l) En el caso del acceso a los informes y demás documentación por parte de la Asamblea Legislativa,

según las excepciones contenidas en el párrafo final del artículo 6 de la LGCI, la facultad de acceso cubre

únicamente a las Comisiones Legislativas de Investigación, no así a los Diputados individualmente

considerados u otros órganos parlamentarios, conforme lo dispone el inciso 23) del artículo 121 de la

Constitución Política.

Informes de control interno que emita la Auditoría Interna de las auditorías a Entes Privados 

Artículo 39. —Los informes que emita la auditoría producto de fiscalizaciones a entes privados, se 

tramitarán según el enfoque y la filosofía que contiene la LGCI sobre el particular. Estos informes se 

regulan según los siguientes criterios: 

a) El informe se dirigirá al servidor encargado formalmente del control de los fondos transferidos, para lo

de su competencia y para que realice el seguimiento que corresponda a las recomendaciones contenidas en

el informe.

b) En cuanto al sujeto privado se le remitirá el informe a quien tenga la responsabilidad y autoridad para

implantar las recomendaciones, y se le dará a conocer sólo lo que amerita su atención y decisión.

c) De previo a la comunicación oficial, el auditor debe efectuar una comunicación preliminar de resultados

(conferencia final) con los funcionarios del sujeto privado directamente relacionados con los asuntos

objeto de la auditoría o estudio especial o con el funcionario de mayor jerarquía que posea la

representación del ente privado.

d) De preferencia, el Auditor coordinará de previo la fecha en que se puede realizar la comunicación

preliminar y deberá solicitar por escrito la audiencia en la fecha convenida. La comunicación no se

efectuará si no se concede la audiencia en esa fecha o en la fecha propuesta por el ente privado. En el

informe de auditoría debe constar lo relativo a dicha comunicación preliminar con la explicación

pertinente.

e) Luego de esa comunicación preliminar, el auditor confeccionará su informe final considerando las

modificaciones que deba hacerle, así como exponiendo las opiniones de la administración privada, sean a

favor o en contra de los hallazgos y recomendaciones.

f) En caso de oposición a las recomendaciones y si el auditor decide mantener su posición, ésta deberá

fundamentarla adecuadamente.

g) El auditor deberá informar al jerarca o al funcionario del Banco a cargo del control del beneficio

patrimonial –con copia al jerarca del sujeto privado-, los resultados de la auditoría o estudio especial, para

que uno de esos funcionarios (jerarca o funcionario encargado del control) programe el seguimiento de las

recomendaciones, si es que fueron acogidas por la administración del sujeto privado, con independencia

del seguimiento que compete a la auditoría.

h) Si el jerarca del ente privado no acoge las recomendaciones del informe argumentando sus propias

razones o aceptando las de sus subalternos, entonces corresponderá al jerarca o funcionario del Banco, que

está a cargo del control, tomar una decisión al respecto, la que en caso de apoyar lo recomendado por la

Auditoría Interna implica que el jerarca o servidor del Banco encargado del control, ordene al sujeto

privado que ponga en práctica las recomendaciones, y en caso de disentir con la auditoría, se observaría lo

que establece el artículo 36 de la LGCI, referente a los informes dirigidos a los titulares subordinados, o el

37, si el informe lo hubiera dirigido al jerarca.

i) Para el trámite de estos informes, la unidad a cargo del control del beneficio dentro del Banco tiene la

obligación de proceder conforme lo estipula la LGCI, y aplicar los plazos y demás disposiciones que rigen

para los informes que se dirijan a los titulares subordinados conforme el artículo 36 de esa Ley.

j) En caso de que la Junta Directiva Nacional como jerarca del Banco concedente del beneficio

patrimonial, ordenare implantar soluciones distintas a las propuestas por la Auditoría Interna, se

procedería, de ser necesario, como lo dispone el artículo 38 de la LGCI en cuanto al planteamiento de

conflicto ante la Contraloría General de la República.
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k) Si el informe se dirige directamente al jerarca del ente beneficiario, se aplicará lo señalado en el artículo

37 de la Ley de Control Interno y eventualmente el 38 si se presentara el conflicto.

Trámite de los informes de relación de hechos que emita la Auditoría Interna como producto de sus 

auditorías a Entes Privados 

Artículo 40. —Si el informe trata sobre asuntos que presumen el establecimiento de responsabilidades 

disciplinarias, civiles o penales, se regulará bajo los siguientes criterios: 

a) A estos informes les será aplicable lo que disponen los artículos 36, 37 y 38 de la LGCI.

b) No se debe realizar la comunicación preliminar, lo que sí es aplicable en el caso de los informes sobre

asuntos de control interno.

c) Cuando del informe de relación de hechos se deriven indicios de responsabilidad penal, el Auditor

General deberá presentar la denuncia ante el Ministerio Público.

d) En caso de determinarse responsabilidades de orden administrativo del ente privado al cual se ha

transferido recursos del Banco, el Gerente General Corporativo, a partir del conocimiento del informe y del

resultado del procedimiento administrativo efectuado, deberá tomar las medidas pertinentes con arreglo a

los plazos establecidos y demás disposiciones del ordenamiento jurídico aplicable como se dispone en el

inciso e) siguiente.

e) De conformidad con lo establecido en el artículo 7 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la

República, cuando el Banco otorgue un beneficio patrimonial gratuito o sin contraprestación alguna a favor

de entes privados, con fundamento en una autorización legal genérica, está facultado para suspender o

revocar las transferencias o el beneficio concedido según la gravedad de la falta cometida, cuando

compruebe que dicho ente se ha apartado de los fines para los cuales se otorgan aquellos, así como, aplicar

la sanción correspondiente, conforme lo establecido en el artículo 4 de la LGCI y 7 de la Ley Orgánica de

la Contraloría General de la República.

Conferencia final 

Artículo 41. —Después de finalizado el estudio y de previo a la comunicación oficial, la auditoría debe 

disponer la discusión verbal de los resultados de los servicios de auditoría, excepto los informes de 

responsabilidades, a efecto de exponer los resultados del estudio a quienes tengan parte en el asunto. 

La conferencia final está regulada según los siguientes criterios: 

a) La “comunicación verbal” de los resultados o “conferencia final” se debe realizar con el jerarca o los

titulares subordinados con competencia y autoridad para implantar las recomendaciones, así como con las

personas que tengan parte en los asuntos tratados en el informe.

b) La comunicación verbal también puede efectuarse en el transcurso de un estudio de control interno, para

que se corrijan sobre la marcha los asuntos que la Auditoría Interna informará por escrito.

c) Tratándose de informes de control interno o seguimiento, los hallazgos obtenidos deberán ser

comunicados mediante informe dirigido al funcionario ejecutivo responsable de disponer la puesta en

operación de las recomendaciones contenidas en el informe.

d) La Auditoría Interna convocará por escrito a quienes tengan parte en los asuntos para realizar la

comunicación verbal del informe final, dentro de un plazo razonable establecido de común acuerdo con los

interesados.

e) La participación del convocado en la comunicación verbal de los resultados es obligatoria cual será

presencial o por medio de teleconferencia, videoconferencia o cualquier otro de similar naturaleza.

f) La ausencia injustificada por parte del responsable del área auditada, en la comunicación verbal de los

resultados del informe, se puede reputar como un eventual debilitamiento del sistema de control interno, y
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podrá hacerse acreedor a las sanciones establecidas en el numeral 39 de la LGCI. A criterio de la jefatura 

de auditoría, previo análisis de las razones de la ausencia, podrá eventualmente reprogramarse la reunión. 

Únicamente en casos debidamente justificados, el responsable del área auditada podrá delegar su 

participación en la reunión de discusión a uno de sus subordinados, lo que deberá comunicar 

oportunamente por escrito, haciendo mención de las razones de esa situación. Corresponde a la jefatura de 

auditoría valorar cada caso y tomar las medidas que a su criterio ameriten. 

g) La falta de participación en la comunicación verbal de resultados es un hecho que quedará destacado en

un aparte del informe oficial.

h) En la conferencia final participarán los auditores que colaboraron en la preparación de la evaluación o

estudio de auditoría, así como el funcionario ejecutivo y colaboradores que él estime pertinente,

responsables de disponer y ejecutar la puesta en operación de las recomendaciones contenidas en el

informe de auditoría, a fin de obtener de ellos sus puntos de vista, opiniones, propuestas alternas de

mejora, fechas de cumplimiento y de propiciar las acciones correctivas inmediatas.

i) Tanto la convocatoria a la conferencia final como sus resultados, deberán ser debidamente

documentados por la auditoría, y el acta o minuta preparada al efecto contendrá de forma resumida los

comentarios relevantes a juicio del auditor y deberá ser firmada por todos los participantes en la reunión.

En caso que el titular subordinado se niegue a la firma del acta se dejará constancia de ese hecho.

j) Luego de efectuada la comunicación verbal de resultados se dará un plazo máximo de 3 días hábiles para

que la administración remita la información adicional que estime pertinente de previo a emitir el informe

final.

k) La Auditoría Interna recopilará la información adicional necesaria y pertinente para confirmar o validar

los hallazgos, conclusiones y recomendaciones considerados en la comunicación verbal.

l) Si durante la conferencia final se presentan divergencias sobre la implantación de las recomendaciones o

parte de ellas y no se llega a un acuerdo, en su informe final la Auditoría consignará las observaciones

pertinentes.

m) En el informe se hará constar los comentarios de quienes tengan parte en el asunto, contrarias a los

hallazgos, conclusiones y recomendaciones, si a juicio de la auditoría no se refutan los resultados con

suficiente evidencia que obligue a cambiar el informe.

n) No procede efectuar la conferencia final de los informes que puedan dar lugar a la declaración de

responsabilidades disciplinarias o civiles o a denuncias ante el Ministerio Público y otros que la normativa

contemple.

Artículo 42. —Seguimiento de Recomendaciones, Advertencias, Observaciones y demás resultados de la 

gestión de la Auditoría. El proceso de seguimiento debe ejecutarse, por parte del Auditor General y los 

funcionarios de la auditoría interna, según lo establecido en las Normas para el Ejercicio de la Auditoría 

(2.11) de conformidad con la programación respectiva, y contemplar, al menos, los siguientes asuntos: 

a) Una evaluación de lo actuado por la administración, incluyendo, entre otros factores, la oportunidad y el

alcance de las medidas emprendidas respecto de los riesgos por administrar.

b) La comunicación correspondiente a los niveles adecuados, ante situaciones que implican falta de

implementación de las acciones pertinentes.

c) La documentación del trabajo de seguimiento ejecutado, de conformidad con las políticas y

procedimientos establecidos en la auditoría interna.

Artículo 43. —El Auditor General y los funcionarios de la auditoría interna, según proceda, deben 

programar el seguimiento de acciones sobre los resultados, definiendo su naturaleza, oportunidad y 

alcance, y teniendo en cuenta al menos los siguientes factores: 
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a) La relevancia de las observaciones y recomendaciones informadas.

b) La complejidad y condiciones propias de las acciones pertinentes.

c) Los efectos e impactos de la implementación de la acción pertinente.

d) La oportunidad con que deba realizarse el seguimiento.

Artículo 44.—La Auditoría dispondrá de un programa de seguimiento de las recomendaciones aceptadas 

por la administración activa y de las emitidas por la Auditoría Externa, con el propósito de verificar si esas 

recomendaciones han sido puestas en práctica, según los plazos y cronograma definido por la 

Administración. Asimismo, deberá dar seguimiento a las disposiciones emitidas por la Contraloría General 

de República y la Superintendencia General de Entidades Financieras. Para lo anterior, se regirá por los 

procedimientos internos que se definan al respecto. 

Artículo 45. —El seguimiento de recomendaciones se regirá por los siguientes criterios: 

a) La Auditoría evaluará la efectividad del programa de seguimiento establecido por la administración para

controlar el avance y cumplimiento de los plazos dispuestos en las recomendaciones y disposiciones según

corresponda. La programación de las actividades de seguimiento de recomendaciones deberá estar incluida

en el Plan Anual de Trabajo.

b) La Auditoría verificará lo actuado por la administración respecto de las advertencias que le haya

formulado, sin perjuicio de que como resultado del seguimiento, emita informes de control interno, de

responsabilidades (Relaciones de Hechos) y otros pertinentes.

c) La Auditoría verificará lo actuado por el jerarca respecto de la asesoría que le haya brindado (la asesoría

no es vinculante), en cuanto a que las acciones tomadas estén de acuerdo con el ordenamiento jurídico y

técnico, sin perjuicio de que como resultado del seguimiento emita informes de control interno o de

responsabilidades.

d) La Auditoría Interna hará un seguimiento regular respecto de la administración y el control de los libros

que ha autorizado.

CAPÍTULO IV 

ATENCIÓN DE DENUNCIAS 

Artículo 46. —Trámite de denuncias. La Auditoría Interna dará trámite a aquellas denuncias por hechos 

ilegales o irregulares que tengan relación con el uso y manejo de fondos públicos o que tenga una 

afectación de la Hacienda Pública y lo establecido en la Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento 

Ilícito en la Función Pública. 

Artículo 47. —Principios. Para la atención de las denuncias se considerarán los principios de simplicidad, 

economía, eficacia y eficiencia. 

Artículo 48. —Confidencialidad del denunciante. La identidad del denunciante, documentación y otras 

evidencias de las investigaciones que se realicen serán consideradas confidenciales, de conformidad con lo 

establecido en el artículo 6 de la LGCI y 8 de la Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en 

la Función Pública. El incumplimiento a esta obligación de confidencialidad podrá ser sancionada según lo 

previsto en estas Leyes. 

Artículo 49. —Requisitos de las denuncias. Los requisitos esenciales que deben reunir las denuncias que se 

presenten ante la Auditoría Interna, así como las regulaciones para su trámite se regirán por el 

procedimiento que se defina al efecto. 
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CAPÍTULO V 

PROGRAMA DE ASEGURAMIENTO DE LA CALIDAD 

Artículo 50. —Aseguramiento de la calidad. La Auditoría deberá desarrollar y mantener un programa de 

aseguramiento de la calidad que cubra todos los aspectos de la actividad de la Auditoría y permita revisar 

continuamente su eficacia. Este programa debe estar diseñado para ayudar a la actividad de la Auditoría 

Interna a añadir valor, mejorar las operaciones de la organización y proporcionar aseguramiento de que la 

actividad de la Auditoría Interna cumple con las Normas y los Códigos de Ética vigentes. 

Artículo 51. —Evaluaciones. La actividad de la Auditoría Interna debe adoptar un proceso para supervisar 

y evaluar la eficacia general del programa de calidad. Este proceso de supervisión incluye evaluaciones 

internas y externas que deberán efectuarse de acuerdo con la normativa aplicable, así como las Directrices 

para la autoevaluación anual y la evaluación externa de calidad de las auditorías internas del Sector 

Público, según la resolución R-CO-33-2008 de la Contraloría General de la República de julio del 2008 y 

las modificaciones y demás regulaciones que se dicten en el futuro. 

Artículo 52. —Evaluaciones internas. Deberán incluir tanto revisiones continuas del desempeño de la 

actividad de la Auditoría como revisiones periódicas mediante autoevaluaciones. El Auditor General 

deberá dar inicio y supervisar el proceso de evaluación interna, asegurarse de que el equipo seleccionado 

esté calificado y sea tan independiente como sea factible.  

Deberá, asimismo, revisar los resultados de cada evaluación interna formal y asegurarse que se hayan 

tomado las acciones correctivas apropiadas. 

Artículo 53. —Evaluaciones externas. Deberán efectuarse al menos una vez cada cinco años, para lo cual 

podrá optar por la modalidad de una revisión externa de calidad o una autoevaluación de calidad con 

validación independiente, todo de conformidad con las directrices emitidas por el Órgano Contralor. 

Artículo 54. —Informe y plan de mejora. Los resultados de las evaluaciones internas y externas deben 

constar en un informe con el respectivo plan de mejoras y deberá ser comunicado oportunamente a la Junta 

Directiva Nacional y al personal de la Auditoría Interna. El Auditor General es responsable de dar 

seguimiento adecuado a la implementación del plan de mejora. 

Con excepción de las autoevaluaciones que vayan a ser objeto de validación independiente, el informe de 

la autoevaluación anual de calidad y los respectivos planes de mejora deben comunicarlos dentro del plazo 

máximo establecido en las directrices de la Contraloría General de la República. 

En el caso de que la autoevaluación anual vaya a ser objeto de una validación independiente, no será 

obligatorio realizar esta comunicación, sino hasta que se haya efectuado esa validación. 

En el caso de la comunicación del informe al jerarca, ésta podrá hacerse, al menos, por medio del informe 

periódico de labores. 

Del informe de labores 

Artículo 55. —Informes de desempeño. El Auditor General de conformidad con lo establecido en el 

artículo 22 inciso g) de la LGCI debe informar al jerarca, de manera oportuna y al menos anualmente, 

sobre lo siguiente: 
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a) Gestión ejecutada por la auditoría interna, con indicación del grado de cumplimiento del plan de trabajo

anual y de los logros relevantes.

b) Estado de las recomendaciones y disposiciones emitidas por los órganos de control y fiscalización

competentes cuando han sido de su conocimiento.

c) Asuntos relevantes sobre dirección, exposiciones al riesgo y control, así como otros temas de

importancia.

La información respectiva, o parte de ella, también debe comunicarse a otras instancias, según lo defina el

jerarca.

Artículo 56. —Formato del informe. Deberá mostrar la relación entre los servicios de auditoría 

establecidos en el plan anual de trabajo y los productos o resultados obtenidos de cada auditoría, estudio 

especial o servicio preventivo prestado. El informe contendrá tanto el número de recomendaciones 

emitidas como el porcentaje de recomendaciones que implantó la Administración. 

Artículo 57. —Resultados. La Auditoría Interna desarrollará criterios o parámetros para presentar los 

resultados de su trabajo y de la forma como impactó en la gestión institucional y agregó valor. 

CAPÍTULO VI 

DISPOSICIONES FINALES 

Artículo 58. —Derogatoria. Este reglamento fue aprobado por la Junta Directiva Nacional en el acuerdo 

No. 105 de la Sesión ordinaria No. 5349 del 18 de febrero   del 2016, y en el acuerdo No. 386 de la sesión 

ordinaria No. 5378 del 14 de Junio del 2016, y  deroga el “Reglamento de Organización y Funciones de la 

Auditoría Interna del Banco Popular y de Desarrollo Comunal”, aprobado en el acuerdo 255 de la Sesión 

ordinaria Nº 4968 del 29 de mayo del 2012.” 

 ÁREA GESTIÓN Y ANÁLISIS COMPRAS.—Licenciada Ana Victoria Monge Bolaños, Jefa.—1 vez.—

( IN2016062037 ). 
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INSTITUTO DE FOMENTO Y ASESORÍA MUNICIPAL 

Comunica que la Directora Tributaria de este Instituto aprobó la publicación de la 

siguiente resolución: 

DE-1174-2016 

Resolución Administrativa N° 22-2016 

La Dirección Ejecutiva del Instituto de Fomento y Asesoría Municipal, representada por Laura 

Obando Villegas, en su condición de Directora de la Administración Tributaria. 

Considerando: 

1. Que la Ley N° 9036, denominada “Transformación del Instituto de Desarrollo Agrario (IDA) en

el Instituto de Desarrollo Rural (INDER)”, aprobada el 22 de marzo de 2012, publicada en la

Gaceta N° 103, del 29 de mayo de 2012 se encuentra en vigencia desde el 29 de noviembre de

2012.

2. Que la Ley No. 9036, en el artículo 37, modificó el artículo 10, de la Ley N° 5792, de fecha 01 de

septiembre de 1975, estableciendo un impuesto específico de cero coma dos dos tres tres dos

colones (¢0,22332) por cada mililitro de alcohol absoluto sobre la cerveza nacional y extranjera a

favor del Instituto de Fomento y Asesoría Municipal - IFAM.

3. Que el artículo 10 de la Ley N° 5792, establece la obligación que tiene el IFAM como

Administración Tributaria, de actualizar y publicar de oficio, en forma trimestral, el monto de los

impuestos creados en ese artículo a favor del IFAM. Lo anterior, deberá de realizarse dentro de

los quince días anteriores a cada período trimestral de aplicación, que iniciarán el primer día de

enero, abril, julio y octubre.

INSTITUCIONES DESCENTRALIZADAS
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4. Que el artículo 10 de la Ley N° 5792, establece que la actualización del monto del impuesto

específico, se fijará de forma trimestral conforme a la variación del índice de precios al

Consumidor- IPC que determine el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), la cual  se

aplicará como tasa de aumento a aquél impuesto. La variación del índice de precios al

consumidor- IPC no podrá en ningún caso exceder de un tres por ciento (3%).

5. Que el valor del índice de precios al Consumidor – IPC, base Junio 2015, para los meses de abril

del 2016 y julio del 2016, corresponden a 98,950 y 100,044 respectivamente, generándose una

variación positiva en el período comprendido entre los meses citados de uno coma uno cero seis

por ciento (1,106%). Por lo tanto,
RESUELVE: 

Artículo 1.- Con el propósito de cumplir con lo establecido por el artículo 10 de la Ley N° 5792 

del 01 de septiembre de 1975, vigente a partir del 29 de noviembre de 2012, se actualiza el 

impuesto específico creado por la Ley N° 9036 y otorgado a favor del IFAM, según se detalla a 

continuación: 

Tipo de Bebida Impuesto por mililitro de Alcohol Absoluto 

Cervezas ₡0,24893 

Artículo 2.- El monto del impuesto específico ¢0,24893 (cero coma dos cuatro ocho nueve tres 

colones), indicado en el artículo anterior, se aplicará sobre cada mililitro de alcohol absoluto a 

partir del 01 de octubre del 2016.  

Artículo 3.- A partir del 01 de octubre del 2016, se deja sin efecto el monto establecido en la 

Resolución General N° 12-2016, publicada en La Gaceta N° 119 del 21 de junio de 2016, que 

actualizó el impuesto específico creado por el artículo 10 de la Ley 5792, para los meses de julio, 

agosto y setiembre del 2016. 

Dado en la ciudad de Moravia, a los 05 días del mes de setiembre de 2016. 

Publíquese.—Moravia, 5 de setiembre del 2016.—MSc. Laura Gabriela Obando Villegas, 

Directora de la Administración Tributaria.—1 vez.—( IN2016063619 ). 

ALCANCE DIGITAL N° 164A.—Viernes 9 de setiembre del 2016 31



Welmer Ramos González 
Ministro de Economía, Industria 
Comercio

FE DE ERRATAS 

PODER EJECUTIVO

En el Decreto Ejecutivo N° 39889-MEIC, de fecha veintidós de julio de dos mil dieciséis, 

publicado en el Alcance digital número 157 de La Gaceta digital número 168, de fecha 

primero de setiembre de dos mil dieciséis, se omitió consignarse en el artículo 4°, los 

precios del industrial a mayorista y del mayorista al detallista, por lo que se debe leer como 

sigue y no como se consignó: 

“(…) ARTÍCULO 4°— Se establece un precio único para la presentación 80/20, la cual 

de acuerdo con la actualización del modelo de costos del industrial y tomando en 

consideración la fórmula establecida en el artículo 2 del presente Decreto, quedaría de la 

siguiente manera: Del industrial a mayorista 553 colones el precio por kilo y 24.849 

colones el precio por saco de 46 kilos; Del mayorista al detallista 580 colones el precio 

por kilo y 26.092 colones el precio por saco de 46 kilos; y Del detallista al consumidor 

621 colones el precio por kilo y 27.918 colones el precio por saco de 46 kilos (…)”. 

En lo que respecta al resto, el Decreto de marras se mantiene incólume. 

Dado en la Presidencia de la República, a los dos días del mes de setiembre de dos mil 

dieciséis. 

LUIS GUILLERMO SOLÍS RIVERA   

1 vez.—( IN2016063462 ).
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